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La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y  
el sufragio pasivo (1999-2020) 

 

Miriam Zelaya1 

 

Resumen. Esta investigación destaca la importancia de la jurisprudencia 

constitucional en el sufragio pasivo como un instrumento intrínseco de nuestro 

sistema electoral democrático. El aporte del derecho positivo por medio de la 

continua reiteración de fallos en materia electoral ha sido una fuente de derecho 

efectiva para fortalecer derechos. De igual manera, destaca en los resultados, la 

importancia de la defensa de nuestros derechos políticos en Panamá.  

 

Palabras clave: jurisprudencia constitucional; democracia; jurisdicción electoral; 

sufragio pasivo; participación. 

 

Abstract. This research highlights the importance of constitutional jurisprudence on 

passive suffrage as an intrinsic instrument of our democratic electoral system. The 

contribution of positive law through the continuous repetition of rulings in electoral 

matters has been an effective source of law to strengthen rights. In the same way, 

the importance of the effectiveness of our political rights in Panama stands out in the 

results. 

 

Keywords:  Constitutional jurisprudence; democracy; electoral jurisdiction; passive 

suffrage; participation. 
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Universidad de Panamá, MBA con énfasis en Recursos Humanos de la Universidad Latina de Panamá, culminó 
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Interamericano de Derechos Humanos impartido en el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 
actualmente cursa el Diplomado de Metodología de la Investigación Cuantitativa, Cualitativa y Mixta en la 
Universidad de Panamá.   Entre su escrito podemos mencionar la Libertad de Expresión y su limitación en la 
Jurisprudencia Interamericana, El avance del Sufragio Pasivo en Panamá publicado en la Revista Debate de la 
Asamblea Nacional, desde el 2016 se desempeña como investigadora del Instituto de Estudios Democráticos 
del Tribunal Electoral. 
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I.  Introducción 

El sufragio pasivo es el derecho que tiene una persona a participar en una 

contienda electoral para competir a un cargo público por decisión popular, lo que 

representa un elemento necesario que determina un estado de derecho, donde la 

democracia representativa se desarrolla a través de elecciones libres, donde la 

abstención debe ser voluntaria. 

 

     Legislaciones que condicionan la participación de candidatos, precandidato y otros 

cargos políticos, varían por país, como, por ejemplo, algunos exigen una trayectoria 

decorosa para llevar a cabo esta responsabilidad de con la mejor credibilidad posible de 

los votantes, incluyendo destrezas y habilidades necesaria para el manejo de 

necesidades y el plan de gobierno. 

 

En la presente investigación se hace mención de los procesos jurídicos requeridos 

para la resolución de cada situación en conflicto, por medio de una demanda de 

inconstitucionalidad, presentada ante la Corte Suprema de Justicia, encargada de la 

guarda de la Constitución desde 1941, como máximo tribunal y evitar la posible infracción 

de derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política.    
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Para tal fin, la interpretación del juez, debe ir motivada por los derechos humanos 

y en la protección de los derechos políticos y civiles.  

 

Dicho esto, la investigación reflexiona sobre la necesidad constante de reformas 

electorales, en donde se ha progresado en nuevos derechos políticos como la paridad 

de género, y la inclusión a candidatos de libre postulación, la doble postulación, 

parentesco, entre otros casos, que se establece una ampliación del sufragio pasivo, 

como pilares de la actividad democrática electoral en Panamá. 

 

Destacamos en el presente texto que la jurisprudencia en materia electoral lleva 

tiene obligatoriedad en sus sentencias, y tiene categoría de cosa juzgada.  De igual 

manera deben aplicarse a casos similares, lo que conduciría a identificar los ajustes que 

deben efectuarse en las nuevas normas y leyes electorales. 
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II.   Marco Conceptual. 

 En la presente investigación presentamos un recorrido sobre conceptos generados 

por diversos autores sobre el sufragio pasivo, donde la mayoría reitera que es un derecho 

que debe ser respetado en un país democrático como Panamá y que ha demostrado en 

las sentencias de la Corte Suprema de Justicia en adelante CSJ, sobre las demandas de 

inconstitucionalidad desde 1989 hasta 2020.   

     El Sufragio se compone en dos vertientes que son el sufragio activo y el sufragio 

pasivo y cada concepto difiere en sus requisitos. 

 

    El sufragio pasivo, tema central de nuestra investigación, tiene requisitos que debe 

cumplir un pre candidato o candidato que aspira a un cargo público, para asegurar un 

perfil necesario para los puestos de las nóminas, por lo que debe cumplir pre-requisitos 

y requisitos, como por ejemplo la capacidad mental, la edad necesaria para tomar 

decisiones, el domicilio para demostrar su empatía con la sociedad de un territorio 

específica, y la ética que requiere ocupar un cargo público.  Todo este aspecto genera 

seguridad al votante al momento de tomar una decisión e emitir su voto.  

 

En Panamá, nuestra Constitución regula el artículo 135, el sufragio es un derecho 

y un deber de todos los ciudadanos, el voto es libre, igual, universal, secreto y directo.   
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Sin embargo, estos requisitos deben mínimos, tal como indica la Convención 

Americana de Derechos Humanos, en su artículo 23, y señala que deben ser por razón 

de edad, ciudadanía, nacionalidad y en algunos casos la honra de la persona, requisito 

que toman en cuenta países como México para poder ejercer cargos como la Presidencia 

de la República. 

 

Tanto el sufragio pasivo como el activo son derechos políticos y democráticos que 

han sido restringidos y ampliados a los ciudadanos nacionales en nuestra legislación. 

 

Dicho esto, mantenemos la efectividad de que estos derechos pueden variar 

según las legislaciones electorales de cada país con sistema democrático, sin embargo, 

en Panamá los requisitos de participación son mínimos y mantiene el estándar 

internacional de requisitos similares a otros países de la región. 

 

Cada cinco años para elecciones generales, aparecen nuevas necesidades 

electorales que no pueden obviarse para seguir cambiando nuestro derecho interno a 

favor de la participación política de un ciudadano, o abrir la brecha a minorías como los 

originarios se perciban con mayor participación, lo cual generaría cuotas de participación 

en un futuro, Mantenemos un avance significativo en la paridad de género y un mayor 

apoyo y reconocimiento a la libre postulación.  

 

Según el, CAPEL, podemos definir el sufragio pasivo como sigue: 



8 

 

 

El sufragio pasivo no puede definirse únicamente como el derecho 

individual a ser elegible para los cargos públicos, puesto que es posible que 

se tengan las calidades para ser elegible y aun así no poder ejercer el 

derecho por no reconocerse a la persona la capacidad de presentar 

individualmente su candidatura. (pág. 1090) 

 

Del mismo modo, Aragón Reyes, (2008) manifiesta que existe una disyuntiva entre 

el tener la posibilidad real de ejercer ese derecho a ser elegido y elegir. Todos los 

ciudadanos son elegibles, es decir, son titulares del derecho, pero muy pocos los 

elegidos, ya que las candidaturas se encuentran concentradas en pocas manos.  Es 

importante considerar este detalle, para poder determinar la necesidad de dar un giro al 

monopolio participativo, que exista más interés de participar en la política, lo que sería 

un trabajo de gobierno, desde las escuelas, despertar el interés en nuevos profesionales 

y jóvenes.  Sin embargo, las constantes noticias negativas de los políticos, despierta el 

desinterés en involucrarse en este aspecto de la sociedad. 

 

Del sufragio pasivo, se desprenden otros derechos como la igualdad ante la ley, 

el derecho de petición, el derecho a un recurso expedito para reclamar obstáculos 

electorales (Schmitt, 2011).     En el mismo sentido, el autor se refiere al principio de 

distribución como una esfera de libertad del individuo, ilimitada y adherente a la 

organización política del Estado, ya que este debe controlar y mesurar cada derecho, 

para que no afecte otros. 
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Asimismo,  para el autor Reyes (2008),   para participar en una contienda electoral, 

un candidato debe cumplir requisitos específicos y limitados, mientras que en el sufragio 

activo, para emitir un voto, se requiere acudir a las urnas, de forma voluntaria, como se 

desarrolla en algunos países y emitir su voto en secreto, con la condición única de estar 

registrado en el padrón electoral. Otro aspecto que varía en la legislación de algunos 

países es la obligatoriedad de ir a votar a las urnas, de este tema existen diferentes 

criterios, donde unos consideran un derecho opcional del individuo de asistir o no asistir 

a las urnas o considerar que es obligatorio y requerirá sanción.  Hoy en Panamá, no es 

obligatorio. 

 

“Respecto al voto obligatorio en muchos países la abstención, puede implicar un  

acto positivo, de no empatizar con la lista a escoger en las urnas, y por otro lado la 

abstención, constituye el simple acto de no participar (Ace).” 

 

Otro concepto es del autor Pérez Corti (2008),  que ha coincidido con Reyes, en 

la cita que precede al referirse al sufragio activo como un derecho a votar y no limitado 

a condiciones específicas, o sea, que  no requiere  contar con ciertos requisitos, lo cual 

difiera del sufragio pasivo, es decir, que el sufragio activo es universal, es un derecho 

para todos los individuos de un país. 

 

    De los requisitos negativos, coinciden en la mayoría de las regulaciones internas de 

los países en el continente americano, como condición para ejercer el sufragio activo y 
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el pasivo, la incapacidad mental de la persona, edad y nacionalidad, sin embargo, no ha 

de extrañarse que pronto se amplíe las dos últimas condiciones 

 

    El derecho al sufragio en Panamá constituye un proceso de avance y limitaciones, ya 

en algunas legislaciones se ha limitado el acceso a la participación política, una especie 

de obstáculos intencionales, en algunas ocasiones, como limitar al conyugue participar 

para un puesto, o la falta de acción para la resolución de un caso judicial, que no permite 

la persona postularse.   

     A veces este comportamiento social, en un país, es producto del resultado de un 

clientelismo permanente, que no disminuye, y que afecta la democracia y calificación 

internacional, debido a la falta de ética política en una sociedad que se ha sumergido a 

este sistema.   Hay que generar un estándar cultural de un país, desde las aulas del 

colegio. 

       De igual manera, hemos analizado si estos casos admitidos en la CSJ, nos deberían 

llevar a una optimización interpretativa con el fin de activar y generar un derecho político 

vulnerado lo que se sanearía en la sociedad, con un reajuste de los decretos, las normas 

o la legislación electoral, limitando o ampliando la participación política en Panamá, entre 

otros. 

 

A continuación, exponemos algunos conceptos de autores sobre jurisprudencia 

en aspecto electoral, uno de los instrumentos más importante del derecho para la 

solución de conflicto y la igualdad política. 
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Ulpiano, citado por (Gómez Lara, 1996), define “jurisprudencia” como la ciencia 

del derecho o la teoría del orden jurídico positivo que  establecen un orden lógico 

basada en una justificación legal  que recaen en las sentencias emitidas por los 

órganos jurisdiccional de la causa y que dicho argumento determina  cómo y por 

qué se resuelve el caso en cuestión. 

 

Ferrajoli (2014), expresa además de lo expuesto, consideró lo importante que es 

para la democracia  resguardar nuestra constitución y establecer límites de poder, 

de forma expresa en la jurisprudencia. También comenta que hay que hacer valer 

la norma fundamental mediante la jurisprudencia en situaciones que corresponde 

a la materia electoral o al derecho de sufragio general, ya que estas doctrinas 

serán referentes en la CSJ. 

 

Según De Diego (1925), la jurisprudencia, en definitiva, sería aquella norma 

contenida en el fallo de un juez o tribunal que demuestra dos sentidos, el  material, 

que es el fallo mismo o conjunto de ellos; y el  formal, es el modo de juzgar, el 

hábito o criterio de apreciación, interpretación y subsunción  en definitiva lo que 

contiene. Dicho esto, sin la buena y sana crítica del juez como los buenos recursos 

judiciales, debe ser manejados con buena fe, dirigidos a la defensa de los 

derechos y al castigo de quien lo obstaculiza. 

 

        El objetivo de todo este engranaje es alcanzar la igualdad de oportunidad en las 

contiendas para que todos los candidatos a puestos de elección y que estas igualdades 



12 

 

 

cuenten sea impulsada con apoyo estatal, de forma equitativa, por medio de una 

regulación que asegure la transparencia y distribución de los gastos de forma equitativa, 

y que se cumpla con la ley de procedimiento de entrega que maneja la Dirección de 

Financiamiento Público. 

 

           Dicho esto, no dejemos de mencionar, que el incentivo estatal siempre será mejor 

visto que el privado por la transparencia que se exige y control de los fondos, sin 

embargo, se compone de la empresa pública y privada, es un recurso mixto, puesto la 

democracia y la igualdad de participación lo requiere, a pesar que no se considera 

adecuado por los acontecimientos ligados a la corrupción y el clientelismo en la región 

latinoamericana, no debe excluirse la empresa privada, a pesar que sigue siendo un 

riesgo, la cultura debe cambiar y los controles deben rendir cuenta. 

. 

 

El Tribunal Electoral cuenta con la seguridad jurídica requerida y necesaria para 

ejercer los derechos políticos y su ejercicio debe establecer la Democracia representativa 

en todos los sentidos y su justa defensa dentro del debido proceso, demuestre una 

radiografía de lo que debe generar un estado de derecho, donde involucramos un respeto 

a nuestro ordenamiento interno como los instrumentos internacionales.  No podemos 

negar ningún argumento existente que valore la igualdad de participación. 

 

Sin embargo, cabe señalar que, en Panamá, el derecho electoral se adapta a los 

cambios generados por las reformas electorales que promueven algunos casos los 
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electorales en Panamá como la ciudadanía, y los nuevos derechos ejercidos a nivel 

internacional, han influido en nuestro Derecho Electoral de manera que se ha adaptado 

a la visión mundial de generar una igualdad participativa.       

 

De esta manera, para conseguir un sistema electoral más robusto, y determinar 

la norma más adecuada y más apropiada debemos considerar todas las normas que han 

favorecido a los derechos políticos y derechos fundamentales, además de los 

establecidos en nuestra Constitución Política y Convenios Internacionales como la 

Convención Americana de Derechos Humanos en si artículo 23. 

 

El sentir de los votantes quienes determinan el resultado de una campaña 

electoral, esperan que se respeten las reglas del juego, la transparencia y la organización 

del sistema, deben sentir de igual forma una seguridad jurídica, que garantice un acceso 

expedito a los juzgados o tribunales que procesan  la jurisdicción electoral, para impugnar 

cualquier irregularidad, con todo el engranaje, constitución, código electoral, órgano 

judicial, para una resolución optima a los conflictos, el Tribunal Electoral, mantiene la 

vanguardia en el resguardo de nuestro sistema político, desde nuestra época 

democrática. 

 

      Hoy día podemos decir que si describiéramos nuestra democracia participativa no 

hay duda alguna que el derecho al sufragio en Panamá constituye un proceso de avance, 

más que limitaciones, ya que todavía existe en algunas legislaciones que ha configurado 

retrocesos a la participación, una especie de obstáculos intencionales, que en algunas 
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ocasiones  son producto del resultado de un clientelismo permanente que afecta la 

valoración de nuestra democracia y  la concepción ideal, en pocas palabras, la 

desfavorece. 

        Existe dos importantes escenario de las sentencias que son las de inconstitucional, 

al exponer las razones, por el cual se podría derogar, reformar u omitir alguna norma que 

no va acorde a lo desarrollado en conceptos de derechos fundamentales por ende  

políticos, en instrumentos internacionales y en la Constitución Política;  y el concepto del 

Juez como  constitucional, donde se argumenta el valor de la norma, el porqué de su 

legalidad, lo cual quedaría en positivo en el fallo respectivo, con el espíritu de la norma 

claramente desarrollado. 

El sufragio pasivo tiene aportes positivos que son los requisitos que debe tener un 

individuo como aspirante para ser representado por su capacidad para realizar alguna 

función estatal, del cual el votante tenga gran credibilidad.  

 

De igual forma se requiere igualdad de oportunidad en las contiendas para que 

todos los candidatos cuenten con un buen apoyo e incentivo estatal, que sea regulado 

por el organismo electoral de tal forma que exista la transparencia y fiscalización 

adecuada. Esto ha sido uno de los logros del Tribunal Electoral en materia de 

transparencia, ya que incluimos en nuestra última reforma electoral los documentos 

sustentadores de estos gastos de financiamiento público. 
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Ahora, el candidato debe tener la oportunidad de recurrir de forma expedita en 

caso que exista un llamado de auxilio a la defensa de los derechos políticos, lo cual es 

el mecanismo democrático esperado como funcional en un Estado de derecho, donde se 

establecen políticas públicas para generar un proceso electoral efectivo, donde la 

solución de un caso contencioso termine en una justicia real y material, para que el 

elector goce de ese ejercicio infringido. 

 

Sin embargo, debe tener los mecanismos de defensa existentes deben ser 

suficientes para ejercer los resultados esperados y crear un sistema seguro y objetivo de 

defensas, habría una frustración en la democracia o una democracia híbrida, si no resulta 

imparcial y efectivo los resultados de las sentencias de los fallos y carecer de seguridad 

jurídica el camino más rápido para desencantar a los ciudadanos y como resultado la 

falta de esperanza en la democracia. 

 

Las jurisprudencias electorales han hecho grandes aportes a la sociedad, por 

ejemplo, la flexibilización en la participación, y ajustes como la libre postulación, y la 

paridad de género. 

 

Coincido con el argumento de Huntington (2018), donde manifiesta que no existe 

legislación alguna, en América Latina, que haya sido modificada muchas veces como la 

electoral, los sistemas electorales se van ajustando a la realidad, y el sufragio pasivo 

puede ir adaptándose a las nuevas legislaciones internacionales, hoy día el sexo puede 

juega un papel novedoso para integrar nuevos sujetos como candidatos. 
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El Sufragio pasivo, a mi concepto, debe considerarse un derecho que puede 

ejercer toda persona que posee los requisitos establecidos en el orden interno que le 

corresponda, y este puede ser en un período donde la norma esté vigente.  Hay 

situaciones que el derecho a participar puede variar y restringir, como el caso que se 

prohíbe actualmente a participar en la inauguración de obras públicas, tanto el candidato 

como el precandidato que ejerza funcione públicas. 

 

De igual manera puede aparecer este derecho producto de cualquier obstáculo a 

su participación como candidato, debe ser ajustado por medio de una sentencia con 

carácter vinculante y obligatoria, entonces poseerlo mediante una ley sustantiva como la 

electoral. 

 

Esto no es de extrañarse, la democracia política y la democracia moderna en 

nuestra época está marcada, en muchos casos,  por la desigualdad, pero a esta 

desigualdad podemos entender que los derechos políticos y el sufragio universal, se 

protegen cada vez más en los nuevos derechos fundamentales, sin embargo un país 

queda a merced del enfrentamiento entre varios sectores partidistas, existiendo un 

catálogo de  registros históricos  para la no reiteración de la misma causa controversial, 

por eso  ejercicio cada quinquenio, de poder recurrir a la Corte cada período electoral 

alimenta el otro, con nuevas leyes, por lo que se transforma en un proceso positivo para 

la democracia. 
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Podemos enumerar aportes concluyentes de situaciones jurisdiccionales, ya 

mencionados en el presente capítulo, con respecto a en nuestro país ya está trabajando 

en el fortalecimiento de una conciencia justa y de probidad entre los candidatos, 

generando más cultura cívica entre los ciudadanos para crear pensamiento crítico y 

consciencia ciudadana y sobre todo la igualdad de participación.   Las últimas elecciones 

han generado una serie de campaña negativa, parte de la competencia electoral, pero si 

trabajamos para una contienda más limpia y concentrada en generar ideas progresivas 

de Estado que fortalezcan los cambios reales, Panamá estaría encaminada ser un país 

muy diferente al actual, con respecto a la desigualdad económica y la necesidad de 

recurrir al clientelismo.   

 

III.   La diversidad de requisitos en algunos países para participar como candidatos. 

Destacamos diferencias entre el sufragio pasivo con el sufragio activo,  

debemos estar claro que existen cierta cantidad de requisitos razonables para participar 

en cada escenario, el sufragio pasivo requiere una serie de necesidades puntuales para 

poder ser efectivo, pero a la vez deben ser requisitos mínimos. 

En algunos países de Latinoamérica, los requisitos varían en la edad y la 

nacionalidad, ya que la titularidad del derecho a participar en una candidatura les 

corresponde a todos los ciudadanos. Sin embargo, siempre estarán las diferencias en 

países como Paraguay, que pueden participar quienes mantienen residencia definitiva y 

respecto a la edad (gráfico 1), también varía según el ordenamiento interno de cada país 
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para cumplir ciertos requisitos, tal como indica la Convención Americana de Derechos 

Humanos, no establece un sistema de participación específico, puede variar según la 

cultura y la sociedad de los países, aspecto muy relevante y democracia. 

 

En Chile, por ejemplo, la edad mínima para postularse como presidente cambió 

después de las reformas de 2005; en la actualidad es de 35 años. En Guatemala, la edad 

mínima que deben tener los candidatos presidenciales es 40 años; en Argentina, 

Colombia, Costa Rica y El Salvador, 30 años, mientras que, en Nicaragua, 25 años. 

 

Según Pérez Corti (2008), manifiesta que la edad exigida a todos los actores 

políticos para poder postularse como candidatos a determinados cargos a bancas es la 

manifestación más clara de igualdad en los requisitos para participar. 

 

          Cabe destacar, sin embargo, que la edad generalmente exigida por 

las constituciones y los ordenamientos legales pertinentes, varían según el 

tipo de sufragio del que se trate.  Así, tratándose del sufragio activo, este 

requisito resulta menor riguroso, con la que fomenta la participación 

igualitaria.   En cambio, el sufragio pasivo, en cuyo caso las restricciones 

son mayores, elevándose el promedio de la edad exigida conforme las 

razones tenidas en cuenta por el contribuyente o por el legislador al 

momento de evaluar las condiciones que deben poseer los candidatos 

según el cargo para el que se postula y conforme las funciones que deberán 

desempeña. (pág. 7) 
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Gráfico 1. Edad establecida para ser candidatos a presidente y vicepresidente 
 

 

Fuente: Elaboración propia, con fuentes de Aragón Reyes (2008). 

 

En países como Chile, Guatemala, y Nicaragua, la edad de los candidatos 

presidenciales varían y desde los 25 años como por ejemplo Nicaragua, en Panamá, a 

partir de los 35 años, existiendo una brecha de edad. 

En el gráfico 2 se observa que la edad requerida para ser candidato a diputado en 

Argentina, Bolivia y Colombia es de 25 años; en Brasil y Costa Rica, 22 años; y en 

Guatemala, 18 años. 
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Gráfico 2: Edad establecida para candidato a diputado 

 

Fuente: Elaboración propia, con datos de Aragón Reyes, (2008). 

 

En el gráfico 2 se puede apreciar que en Guatemala la edad para ser candidato a 

diputado y para presidente difiere y podemos observar que en los demás países la edad 

es relativamente temprana para esta función. 

 

La nacionalidad es otro requisito que varía según el país. En Panamá, la 

nacionalidad puede adquirirse por naturalización, según el artículo 9 de la Constitución, 

lo cual significa que el ejercicio de este derecho se extiende a los extranjeros 

naturalizados. Los requisitos para sufragar en este país están regulados por la 

Constitución Política de 1972 que establece en su artículo 131: “Son ciudadanos de la 

República, todos los panameños mayores de dieciocho años, sin distinción de sexo” y 



21 

 

 

en su artículo 132, respecto al sufragio pasivo: “Los derechos políticos y la capacidad 

para ejercer cargos públicos, con mando y jurisdicción, se reservan a los ciudadanos 

panameños”. 

 

El domicilio es la sede de la persona jurídico-moral y es el lugar donde la persona 

ejerce sus derechos políticos y civiles, es el medio de localización, movimiento y espacio 

de la persona; por lo que, al cambiar de residencia, la persona debe realizar ciertos 

requisitos legales.  La persona también debe describir cuál es su domicilio principal u 

otros de estancia no regular. Este requisito es muy importante para el candidato a Alcalde 

o Representante, lo cual debería tener un cierto nivel de empatía con lo problemas de la 

comunidad. 

 

Para participar en una contienda electoral se garantizan requisitos mínimos 

establecidos por el Tribunal Electoral, institución a la que la Constitución en su 

artículo 143 le confiere autonomía para interpretar, aplicar la ley electoral y conocer 

privativamente de los recursos y acciones que se presenten en contra de las decisiones 

de los juzgados penales electorales. Para ello se crean decretos y una normativa 

electoral que le otorgan orden jurídico a esta actividad, con el objetivo de establecer las 

bases democráticas y el derecho a votar y a ser elegido. 

 

El artículo 135 de la Constitución Política panameña textualiza sobre el sufragio 

como un derecho y un deber de todos los ciudadanos.  De igual forma el Politólogo Harry 

Brawn de la Revista Reflexiones en un Panamá democrático (Brown Araúz)  separa el 
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concepto deber, entendiendo el derecho que tienen los ciudadanos para participar en las 

contiendas políticas electorales una vez haya cumplido con las exigencias propias de la 

organización electoral, ninguna autoridad o ningún particular puede impedirle el 

cumplimiento de tal función (Nohlen, Zovatto, Orozco, & Thompson, 2007).  De igual 

forma, la Constitución, en su artículo 143, indica: “Las decisiones en materia electoral del 

Tribunal Electoral únicamente son recurribles ante él mismo y, una vez cumplidos los 

trámites de Ley, serán definitivas, irrevocables y obligatorias; sólo las demandas de 

inconstitucionalidad serán admitidas ante la CSJ”, que, de igual forma, son irrecurribles 

ante él mismo y tienen fuerza de ley.  Con este artículo, se divide el poder gubernamental 

con la interferencia en la organización de las elecciones y la creación de su normativa, 

por lo menos, en su primera fase. 

 

Según, (Brown Araúz, 2006) el derecho de sufragio pasivo ha sido modificado en 

algunas legislaciones para expandir la participación representativa en algunos casos; por 

ejemplo, la participación de candidaturas independientes, la paridad de género y, en 

otros casos, limita el ejercicio del sufragio pasivo, como es el parentesco del candidato, 

como sucedió en el caso en una postulación a vicepresidente en las elecciones de 2014. 

 

Una de estas modificaciones se estableció en la postulación para presidente en 

Panamá, que debe seguir un perfil específico para este ejercicio, como la ciudadanía, la 

edad o no haber incurrido en un delito político o común, con sentencia ejecutoriada la 

cual haya establecido una condena menor de cinco años; lo cual para variar o reducir la 
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edad para dicho cargo, o ampliar el concepto de ciudadanía se requiere una reforma 

constitucional. 

 

Tal como hemos mencionado, los requisitos deben ser mínimos para que exista 

la oportunidad de participación en la mayoría de los casos, para fortalecer la democrática 

establecida en un país ya que la limitación de participación por algún obstáculo de 

terceros debe ser sancionado por medio de una demandada ante la CSJ por 

inconstitucionalidad, considerando los requisitos mínimos que debe existir en ella. 

 

Para lograr la equidad en la contienda electoral, se requiere no solo 

reformar y aplicar la ley electoral textualmente, lo cual podría ser injusto y 

radical, pues el contexto y las circunstancias deben ser ponderados en los 

casos concretos.  La aplicación mecánica de la ley electoral tiene riesgos 

que quizás ninguna otra ley cuente, pues siendo una ley esencialmente 

política en su contenido y fines, no está exenta de impresiones motivadas 

por los propios grupos parlamentarios, para quieres los términos equívocos 

o las lagunas podrían ser de utilidad para interpretaciones favorables a su 

interés. (IIDH/CAPEL, pág. 179) 

 

El derecho electoral es muy amplio, mantiene muchos sectores que debemos 

regular, pero puede entenderse en dos sentidos, uno amplio y otro estricto (Nohlen, 

Zovatto, Orozco, & Thompson, 2007);  el sentido amplio implica el conjunto de normas 

constitucionales, legales, reglamentarias, institucionales y principios referentes a la 
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organización, realización, administración o ejecución de las elecciones; el control de 

validez de las elecciones, el apego de estas acciones a la constitución y a la ley y el 

sentido estricto se refiere al derecho de ser elector y elegible. 

 

Álvarez Conde  (1991), no indica que la relevancia del derecho electoral es visible 

en un Estado democrático de Derecho, en donde progresivamente se han ido logrando 

a lo largo de la historia progresos en los derechos políticos de los ciudadanos, como la 

extensión del voto de un sector reducido de la población, como a los privados de libertad, 

que en muchos países no votan en las elecciones, ya que se considera personas que 

han perdido sus derechos políticos y civiles, por la limitación a hacer, esto limita los 

derechos políticos, lo cual está ligado con el requisito de edad, ya que si no has 

alcanzado cierta edad, mantienes la incapacidad de tomar buenas decisiones, un dato 

clínico comprobado. 

 

Según Aragón Reyes (2008), la edad de participación en contiendas electorales, 

la capacidad mental y el no haber sido condenado por algún delito pecuniario ni 

condenado a la pena privativa de libertad se ubica como requisito en la mayoría de los 

países de Centroamérica, como Honduras, México y Nicaragua. Asimismo, sostiene que, 

en otros países, como México, en su artículo 34 de la Constitución, también se exige 

tener un modo honesto de vivir y lo cual sería muy difícil limpiar algún tema de 

deshonestidad, de darse el caso o de tener una conducta notoriamente viciada. Sin 

embargo, no mantenemos estos enunciados es nuestro ordenamiento. 
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     Lo importante es el perfil profesional; ya que los candidatos deben inspirar confianza 

absoluta y tener una reputación íntegra. El artículo 17 de nuestra Carta constitucional 

dice: 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

Las autoridades de la República están instituidas para proteger la vida, honra y 

bienes a los nacionales dondequiera se encuentren y a los extranjeros que estén 

bajo su jurisdicción y asegurar la efectividad de los derechos y deberes 

individuales y sociales como cumplir y hacer cumplir la Constitución y la Ley. 

 

    Un sistema democrático se ampara bajo norma fundamental para procurar la 

seguridad de los ciudadanos que viven bajo un sistema democrático escogieron en las 

urnas dicho sistema.  También se ampara en un sistema electoral, que se han ido 

integrando cada período electoral materia de derechos fundamentales en el código 

electoral, cada vez con mayor referencia al derecho internacional que se ha ido 

incluyendo como fuente en las decisiones de constitucionalidad. (Mejía, 2019, pág. 103)     

 

    Es por esta razón, entre otras, la importancia de fijar determinadas condiciones o 

requisitos mínimos para que facilite a posibles candidatos que aspiren a ocupar cargos 

públicos en elecciones, para que la persona con talento político de querer hacer brinde 

nuevas esperanzas con nuevas expectativas para el votante, sea variada a la hora de 

escoger su representante cada cinco años en Panamá.    
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    Al respecto expresa el politólogo Brown (2006), coincide con la presente investigación 

y mantiene la aseveración, que el país ha hecho profundos avances en su proceso de 

consolidación del régimen democrático. Si esta afirmación se basa en las mediciones 

que se hacen de las democracias en América Latina, hay pocas dudas al respecto: desde 

2002 hasta 2010 la democracia panameña ha obtenido la cuarta puntuación más alta, 

superada solo por Chile, Costa Rica y Uruguay, excepto en 2003, cuando superó a Costa 

Rica y obtuvo la tercera puntuación más alta. 

 

Consecuentemente, el análisis de estas exigencias reglamentarias nos impone a 

diferenciar dos aspectos con los que la ley generalmente las integra en un solo código, 

pero tienen diferente contenido en lo que, la participación general, por un lado y las 

condiciones de postulación de las candidaturas y, por otro lado, el derecho a votar.  

 

De igual forma, el derecho a participar en contienda política sigue 

transformándose en ambas materias, no solo en el sufragio pasivo, con técnicas 

modernas e inclusión a discapacitados, personas mayores entre otros aspectos, sino 

también en el sufragio pasivo en la norma sustantiva, cada cinco años, con el objetivo de 

suavizar la legislación al alcance de todos para que existan más participantes en las 

contiendas electorales. 

 

También los estatutos de los partidos políticos comprenden una diferencia en los 

requisitos, exigencias y restricciones (requisitos negativos) para su formulación para las 

elecciones generales y por el otro lado el derecho a postularse debe cumplir con ciertos 
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requisitos para la selección y calificación de las candidaturas, o sea, los precandidatos 

lo cual podría decir que ya viene un filtro de las preferencias dentro del Partido político 

con las elecciones primarias de sus candidatos. 

 

Se requiere mayor observancia en la legitimidad de los aspirantes para lograr su 

postulación lo que figura lo contrario al derecho activo, que es voluntario, secreto y 

universal, no requiere la mencionada observancia. 

 

Como indica Brown Araúz (2006) en su obra Reflexiones de un Panamá 

Democrático, sobre la participación política y su requerimiento, se debe contar con un 

potencial político, un perfil de ser, para facilitar la convicción en las urnas. Debe 

presentarse un querer hacer o querer ser y un aspecto de preocupación por ejecutar el 

bien a costa de toda la problemática de un país y manifestado a través de su gobierno. 

Por lo que sí, subjetivamente se requiere que el candidato tenga una actitud de hacer.  

 

En el mismo sentido, agrega el politólogo, el desarrollo humano tiene en la 

democracia su ambiente político propicio. El desarrollo humano pone a las personas en 

el centro del desarrollo, enfatizando el potencial que tiene cada persona por lo que la 

política no puede ser otra cosa que la política democrática, porque es el régimen que 

permite ejercer con libertad la capacidad de elegir quiénes gobiernan y cómo lo hacen. 

 

En el análisis y la reflexión sobre la jurisprudencia, que entraremos a analizar, en 

la presente investigación, debe percibirse como un aporte en la legislación electoral 
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panameña, que aclare inquietudes y los inconvenientes que arroja el escrito de una 

demanda. La demanda puede tener el objetivo de rectificar el debido proceso aplicado o 

la aplicación errónea de una norma, situación que puede limitar el ejercicio si es basado 

en alguna norma restrictiva.  Asimismo, puede tener el objetivo de la modificación o la 

derogación, y determinar quién procede y quién no en una candidatura. 

 

Si la jurisprudencia en materia electoral ha aportado, hasta cierto punto, la 

creación de nuevas leyes o el ajuste de la norma inconstitucional ya sea por 

inexequibilidad, por inconsistencias en la aplicación y necesidad de modificación de la 

norma electoral, creemos que algo tiene que aportar, sobre todo en el diagnóstico que 

arroje la demanda sobre algún punto ciego o vacío y la solución a la problemática que 

provoque alguna norma. 

 

Han sido muchos los fallos de la CSJ que genera como respuesta a un caso la 

autonomía del Tribunal Electoral para ejercer y decidir situaciones con el objetivo de 

proteger nuestra democracia y validar nuestra contienda electoral con un resultado 

confiable y seguro. Este argumento ha sido muy cuestionado, puesto que debe existir un 

balance en dicha autonomía.  De convenir una solución se recurre al artículo pertinente 

a la autonomía, situación que se encontraba en principio de los años 90, lo cual genera 

duda en el sistema, esta situación fue cambiando con la conciliación cada vez mayor de 

la democracia, lo que ha producido más fallos inconstitucionales. 
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Este artículo expresa de nuestra Constitución Política reafirma la autonomía que 

mantiene el Tribunal Electoral para realizar, dentro de su jurisdicción en la República de 

Panamá, la reglamentación de los comicios y las reglas del “juego”.     
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Gráfico 3: Balance total de participación en Panamá 1999-2019 
 

 

Fuente: Fuente Propia con datos del Tribunal Electoral. 

 

Podemos observar la extensión de candidatos, comparando el total (1666) en 

1999 con el total de candidatos (1540) de las elecciones en 2019. El total disminuye. Por 

las posiciones de suplentes se nota una disminución de la cantidad de puestos. 
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IV. La Justicia Constitucional. 

 

En la región Latinoamericana, existen diferentes tipos de jurisdicción electoral, 

algunos mantienen la autonomía jurisdiccional de un Tribunal Electoral como Panamá, 

para las impugnaciones de las irregularidades de las elecciones generales, que en 

Panamá se apoyan en los juzgados administrativos, creados bajo la ley 247 de 22 de 

febrero de 2022, lo cuales se ocuparán de las controversias del Código, a nivel nacional, 

para aliviar la carga de una sola instancia.   

 

Los jueces administrativos del Tribunal Electoral serán nombrados por los 

Magistrados del Tribunal Electoral y tendrán el apoyo investigador de los fiscales 

electorales, sin embargo, el Tribunal Electoral, conocerá privativamente de todos los 

reclamos en materia electoral a excepción los casos donde se manifieste una violación 

a la Constitución Política. 

 

 Dicho esto, En materia electoral corresponde la CSJ la guarda de la integridad de 

la Constitución, con la admisión de causas de inconstitucionalidad para garantizar los 

derechos fundamentales y el principio de un estado de derecho y en materia electoral. 

        

La Constitución Política, en su artículo 206, instruye a la CSJ, admitir recursos de 

inconstitucionalidad en materia electoral, estas jurisprudencias han hecho grandes 

aportes a la sociedad, por ejemplo, la flexibilización en la participación como la libre 
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postulación y la paridad de género, la doble postulación, son uno de los ejemplos más 

destacados de las últimas reformas. 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                         

     La CSJ de Panamá, mantiene un sistema concentrado de constitucionalidad, tal como 

nos expresa Jerónimo Mejía (2019), señalando el  artículo 206.1 de la Constitución 

Política, el cual le atribuye la competencia privativa a la CSJ de decidir definitivamente 

de la constitucionalidad de las leyes, normas y decretos, como de otros dispositivos 

normativos, como los temas electorales.  

 

    La primera Constitución que rigió en la República de Panamá, luego de la separación 

de Colombia, fue la de 1904, esta constitución no instituyó un sistema de control de 

constitucionalidad de las leyes, pero si estableció un control previo de constitucionalidad 

de los proyectos de leyes que el ejecutivo objetare por inconstitucionalidad. (Mejía, 2019, 

pág. 82) 

     

    Los magistrados de la Corte serán asignados para este fin, de manera escalonada, 

para que no coincidan todos de un mismo período, tal como indica el artículo 220 de la 

Constitución Política.   Cuando se tratará el tema de inconstitucionalidad o control de 

constitucionalidad se reúnen para discutir el tema en Pleno tal como indica el artículo 

203, indica que los actos que pueden ser demandados ante la CSJ, como infractores son 
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las leyes, decretos-leyes, decretos de gabinetes, acuerdo y resoluciones y otros actos 

de los que administran justicia en Panamá.  Es así como se han hecho algunos ajustes 

durante al código electoral, en el transcurso de su vigencia. 

 

     Por lo tanto, la falta de argumento pertinente en algunas demandas puede desviar el 

objetivo de reclamar un derecho no reconocido, la demanda debe arrojar una pretensión 

específica, lo cual abre camino a activar y ejercer el derecho obstruido, por declararse 

inconstitucional en la sentencia o podría arrojar la no pertinencia en el asunto.  Por tal 

razón, es importante mantener claridad en los asuntos que les ocupa cada instancia. 

 

La Constitución, en su artículo 142, expresa que el Tribunal Electoral tiene facultad 

de elaborar sus leyes, pero no puede pasar su autoridad y autonomía más allá que las 

permitidas en nuestra Constitución, y que los temas de inconstitucionalidad son 

atendidos por la CSJ.   

 

Cabe destacar que cada caso de inconstitucionalidad es un avance en la prioridad 

a la integridad constitucional y, a la vez, la protección de los derechos políticos de los 

ciudadanos y candidatos no pueden ser limitados más allá que lo regulado por la ley, 

solo por razones de sexo, nacionalidad, capacidad, residencia, y no por diferentes 

factores que puede tener el objetivo de limitar a algún candidato.  
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Ferrajoli, expresa en su obra la Democracia Constitucional, es la esencia de la 

democracia constitucional que reside, precisamente, en el conjunto de límites impuestos 

por las constituciones a toda normativa que mantiene separación y equilibrio de poderes, 

y debe garantizar los derechos fundamentales, promover técnicas de control y de 

consecuencias contra sus violaciones. Tal como explica el autor, son importantes la 

forma y el fondo para garantizar un buen juicio. (2014) 

 

Por Justicia Electoral, en sentido técnico o estricto, cabe entender los diversos 

medios jurídicos-técnicos de impugnación (juicio, recursos o reclamaciones) de los actos 

y procedimientos electorales para garantizar la regularidad de las elecciones y que las 

mismas se ajusten a la Constitución y al Derecho Internacional.  (Orozco Henríquez, 

2003) 

 

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD, ha promovido otros 

derechos como la participación de la juventud como una herramienta de fuerza pro 

democracia, por lo que se sugiere una mejor política de participación e incluirlo en la 

agenda de los diferentes países, lo cual requiere capacitación temprana para crear 

cultura cívica. 

            

Es obligatorio un ajuste en nuestro espíritu nacionalista y ser positivos ante 

nuestras instituciones, en la observancia de las buenas prácticas, sin dejar de corregir 

más que criticar y  lo negativo subsanarlo. Nuestra democracia existirá fortalecida, 

siempre que los resultados en estos fallos sean resultado de un trabajo limpio basado en 
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la sana crítica, con la buena interpretación de la ley, independencia de órganos estatales, 

imparcialidad, justicia y con economía procesal. 

 

       Es importante señalar que las reglas del juego electoral y  los procedimientos para 

la postulación deben ser claros y sin obstáculos como por ejemplo, que puedan 

responder a intereses políticos discrecionales o personal, es por esto que el Juez de la 

jurisdicción electoral que toma una causa en materia electoral, requiere que el Estado 

defina de manera precisa, mediante ley, los requisitos para que los ciudadanos puedan 

participar en la contienda Electoral, y que determine claramente el procedimiento 

electoral, sin vacíos  y que se establezca de forma clara el procedimiento de todo el ciclo 

electoral, como la capacitación de nuevas reformas electorales,  tanto a los partidos 

políticos como a la ciudadanía, que antecede a cada quinquenio a las elecciones. 

 

Adicional a estos principios, el Juez debe argumentar a favor del crecimiento 

participativo, la certeza y seguridad de los ciudadanos sobre la protección de sus 

derechos políticos y civiles, de igual manera, sus derechos constitucionales, para el 

fortalecimiento democrático, promoviendo los derechos humanos por esta jurisdicción, 

dentro de la competencia que le corresponde al Juez del caso. 

 

 

Dicho lo anterior, cabe destacar que el cumplimiento de las sentencias implica 

obedecer lo declarado, ya sea por el interés del demandante o de la contraparte. La 

obligatoriedad se da en diversos casos. Por lo tanto, la obligatoriedad debe ser igual a la 
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de la Ley, es decir, se busca una precisión para darle igualdad a las sentencias. En el 

caso de las demandas de inconstitucionalidad de la CSJ son de carácter obligatorio, ya 

que se trata de la integridad de la Constitución, cuya decisión debe acatarse para evitar 

su infracción y de generar un mismo criterio para los casos reiterados y publicados, es 

considerada doctrina jurisprudencial, para otros casos. 

 

Las sentencias proferidas por la CSJ, sobre inconstitucionalidad, no surgen su 

eficacia retroactivamente sino hacia el futuro y esto se debe a que la relación 

jurídica que se reguló en un período dado, antes de la acción de 

inconstitucionalidad, no pueden ser modificadas por un fallo de 

inconstitucionalidad. (González Montenego, pág. 287) 

 

    Es así como se determina a través del artículo 203, que las sentencias de la CSJ, en 

la materia en cuestión son obligatorias, vinculantes y no tienen efecto retroactivo, por lo 

que nuestros derechos fundamentales quedan sellados como referentes, para los actos 

futuros que procedas de autoridad competente, ya que también es responsabilidad de 

otros jueces mantener la protección de los derechos fundamentales,  

 

    Estas decisiones, pueden involucrar, la declaración de inconstitucional de decretos, 

normas, leyes, lo cual es el mejor ejercicio en un país democrático, la guarda de los 

derechos fundamentales, como los derechos políticos y el respeto a la Constitución 

Política. 
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Si bien, el Tribunal Electoral, tiene la última palabra en su jurisdicción en las 

controversias electorales debe ser consecuente con los próximos fallos, ya que es este 

sistema debe crear criterios vinculantes y coherencia resolutiva, para la no reiteración 

del problema en conflicto (González Sobrado, 2008).   
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5. Sentencias de Inconstitucionalidad en materia de Sufragio Pasivo. 

      

        La CSJ es el organismo del Estado que vela por el derecho y las garantías 

fundamentales que engrandecen el principio democrático de que las elecciones: deben 

ser libres, justas y transparentes. Asimismo, garantiza el acatamiento de la norma 

constitucional, desde 1941; previene la violación de dicha norma; observa cualquier 

irregularidad en la aplicación de la ley electoral, y declara la inconstitucionalidad de leyes 

o normas que violan la Constitución Política. Es así como la tarea del Tribunal Electoral 

consiste en derogar o adecuar la norma que se le señale como irregular. 

 

Pero a la vez, el Juez ponente de la causa, también debe determinar que en las 

jurisprudencias que genere el caso electoral, serán instrumentos esenciales para la 

igualdad en la participación, son acciones positivas, para eliminar actividades 

discriminatorias, arbitrarias, ilegales y eliminar los tratos preferenciales a grupos 

específicos ya que algunas leyes son producidas para este fin, y estar alineados con las 

normas pro personas nos llevaría a una percepción más fortalecida de  prestigio (Pérez 

Corti, 2008, pág. 32) 

 

Maleja Ferrari, ha manifestado que no se puede afirmar que los jueces son solo 

autómatas aplicadores de la ley, pues su actividad ante las lagunas de la norma es ardua 
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y compleja, contentiva de una cuota de discrecionalidad indiscutible, pero 

discrecionalidad con límites, con los límites que impone el ordenamiento y la 

preservación de la legalidad.  Los jueces deben estar en armonía con los parámetros y 

estándares internacionales respecto a temas de participación política y derechos 

humanos, lo cual mantiene nuestro sistema democrático en funcionamiento al acatar los 

principios internacionales y el principio de convencionalidad (2010). 

 

Entre las principales funciones de las jurisprudencias de la CSJ en materia 

electoral, está la de determinar la infracción de la norma, tomando con fuente de derecho 

otros tratados de derechos humanos, cuando se presenten situaciones complejas, 

situación que sucedió con la libre postulación, derecho otorgado a las personas que 

deseen postularse como candidatos o precandidatos para un puesto de elección popular, 

fundamentado a través de la Convención Americana de Derechos humanos, y que el  

Tribunal Electoral tiene la autonomía para reglamentar la libre postulación  considerada 

un derecho universal.   

 

Dicho esto, no cabe duda que la jurisprudencia de la CSJ denota una importante 

oportunidad a los afectados para aplicar a temas análogos en las decisiones tomadas y 

donde no debe existir una disparidad de las decisiones de los fallos, manteniendo una 

discrepancia en las mismas, para crear un grado de doctrina de referencia en estos 

casos. 
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En los últimos diez años han aparecido partidos que han tenido una aceptación 

casi inmediata, consecuencia del desgaste de las mismas figuras postulantes. Aunado a 

esto, la figura de la participación independiente, como consecuencia de unos fallos que 

resalta la igualdad de participación, ha reflejado que la política es cambiante y generan 

nuevos espacios de participación. 

 

Un contraste en la desigualdad de participación atañe al rol de los donantes de 

pequeñas sumas en las campañas, ya que la presencia importante de intereses 

empresariales en el financiamiento de las campañas es un fenómeno en toda América, 

y los financiamientos de las campañas electorales en un círculo extremadamente 

reducido de donantes sean persona naturales o jurídicas, que se encuentran dentro de 

los círculos empresariales de cada país,     En mayor o menor medida esta realidad 

plantea problemas importantes desde la óptica de la igualdad política e introduce sesgos 

visibles en las políticas públicas (OEA, 2015.). 

 

Para un candidato o precandidato, el derecho a participar, requiere un desgaste 

de movilidad y activismo lo cual solo funciona bajo una experiencia plena de 

organización, adquirida por los partidos de trayectoria política, lo que puede determinar 

un factor determinante para el éxito o no de su candidatura ya que depende de la 

efectividad de la organización de los voceros, activistas de cada partido, su antigüedad 

y experiencia para movilizar ciudadanos, sobre todo aplicar una logistica para las 

personas con dificultad para acceder a los puntos de votación.  Por lo tanto, esta 
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desigualdad hay que nivelarla después de un profundo estudio, con la experiencia 

obtenida en las últimas contiendas.  

 

Sobre los requisitos para la participación política, se ha presentado en dos 

escenarios, rígidos con muchos requisitos, pero para ampliar la participación del 

candidato, como también puede ser flexible y contar con pocos requisitos, pero muy 

estrictos o difícil de obtener en el común de las personas, por ejemplo, grados de 

estudios, edad muy avanzada, vida honrosa, en pocas palabras, si es flexible, pero lo 

restringe el mismo criterio señalado.  Ningún derecho interno se parece a otro. 

 

Según Kelsen (1945), al admitir la existencia de tribunales electorales con la tarea 

fundamental de proteger los derechos políticos, no podrá negar el surgimiento de una 

sentencia, convirtiendo así al titular del derecho político en el actor principal y creador de 

la activación de la posibilidad de un cambio en la norma, resolución o ley electoral, 

surgiendo un mejoramiento entre el vínculo constitución-norma. 

 

El principio interpretativo del Juez se basa como principio básico de interpretación 

pro homine o pro persona como una obligación de las autoridades del Estado que 

administran justicia, de interpretar las normas relativas a los derechos humanos de la 

forma que más favorezca a las personas, como un instrumento de control constitucional. 

 

No existe democracia sin derecho a la participación fluida y establecida por la ley, 

sin obstáculos en el camino. Los derechos políticos son derechos fundamentales y deben 
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ser ejercidos de manera efectiva para reforzar, por medio de estas actuaciones, lo 

funcional que somos como país en democracia. Sin embargo, consideran que el control 

de constitucionalidad debe operar como primera acción, para que las normas 

internacionales no afecten lo establecido por nuestra Constitución y, por consiguiente, 

los derechos fundamentales. los controles deben darse antes de la ratificación y entrada 

en vigencia, como regla general.    

 

Asimismo, de aparecer alguna alteración no contemplada en la constitución, esta 

debe prevalecer siempre que favorezca los derechos mínimos de los individuos, como 

los derechos políticos, situación que dependerá de la realidad social, económica y 

cultural que históricamente ha producido acciones ante cada situación y que disposición 

debe existir de los administradores de justicia para tomar la decisión más adecuada y 

objetiva apartada de cualquier interés personal. 

 

Es importante que el debido proceso y el cumplimiento de la ley electoral queden 

vinculados con el derecho objetivo, en una correcta situación donde no quede duda al 

respecto y sea pertinente. No debe divagar en otros escenarios para desviar la atención 

al daño efectuado. Sin duda alguna, la CSJ mantiene la pertinencia en el asunto en sus 

doctrinas y casos, en el fallo. Sin embargo, por lo general, lo no pertinente es cuando el 

demandante aplica la infracción a una norma equivocada. 

 
 

 



43 

 

 

La función pública y la justicia electoral igualmente es necesaria para respetar el 

texto constitucional, ambas están ligadas a cumplir la Constitución y debe estar por 

encima de cualquier norma sustantiva y protege los derechos políticos fundamentales de 

los ciudadanos. Este principio está tomando mayor fuerza política hoy día en nuestras 

leyes electorales y en el mundo donde rige la democracia. 

 

Esta participación debe incluir a todos los sectores del país, con el objeto de 

discutir la adecuación o la nueva ley de manera consensuada para que los fallos de la 

CSJ estén bien fundamentados conforme a la sana crítica e interpretación de la ley, para 

que exista una justicia electoral adecuada, como expertos, asesores y abogados 

expertos, como experiencias obtenidas en otras jurisdicciones internacionales. 

 

En Panamá, hemos obtenido del personal técnico y asesores la experiencia como 

observador internacional en elecciones de otro país donde se han establecido reuniones 

posteriores para un análisis comparativo de intercambio de información especializada, a 

fin de robustecer la normativa en esta materia.   

 

Gómez Lara (1996), refiere en sus ensayos que es posible sostener con la 

existencia de un proceso jurisdiccional electoral, la existencia también de un Derecho 

Procesal Electoral, otorgando un sentido formal  en el manejo jurídico electoral.  En 

Panamá, el tema de un Código Procesal Penal se encuentra en la mesa de discusión, y 

no estamos muy lejos de comenzar la redacción de los expertos abogados y asesores 

en Panamá, sin descartar otros asesores nacionales como internacionales. 
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El Derecho Electoral ha cobrado independencia como una nueva disciplina 

jurídica. Sánchez León (1923),  en su ensayo “Principios de Derecho Sustantivo y 

Procesal Electoral Estatal y Municipal”, manifiesta que el Derecho Procesal Electoral, al 

cual podemos definir como la rama jurídica que regula el proceso jurisdiccional, mediante 

el cual se resuelven las controversias legales suscitadas por la impugnación de los actos 

y resoluciones electorales, que decide un tribunal autónomo, cuyos fallos, por regla 

general, no admiten recursos o medios de impugnación. 

 

Dicho esto, no es preciso hablar sobre el sistema de justicia electoral panameño, 

que, a diferencia del resto de los países latinoamericanos, cuenta con una jurisdicción 

penal electoral que goza de autonomía e independencia. En la mayoría de los países 

latinoamericanos, esta jurisdicción recae sobre los órganos o poderes judiciales de esos 

Estados. En ese sentido, instituciones como el Ministerio Público, pertenecientes al poder 

judicial en cada país, se convierten en el investigador y perseguidor del delito electoral, 

normados igualmente en sus constituciones y leyes supletorias, entre otras. Dicho de 

otra forma, las fiscalías investigadoras de delitos comunes se convierten entonces en 

ese momento de la investigación una clase de fiscalía electoral. 

 

Un extracto de la Revista de la Procuraduría de la Administración (2018), sobre 

los inicios en Panamá de los primeros aspectos relevantes del Derecho Electoral en 

Panamá, cuando bajo el mandato del presidente Ernesto de la Guardia, y mediante la 

Ley N.° 25 del 30 de enero de ese año, se decreta el primer Código Electoral y se 
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reglamenta la Jurisdicción Penal Electoral establecida en las reformas constitucionales 

de 1956. Nace así la Jurisdicción Electoral Especial en 1958, con la creación del primer 

Código Electoral. 

 

Antes de lo expuesto, la actividad electoral de Panamá se regía por leyes y 

decretos desarrollados de forma simple, donde la primera Constitución Política 

solamente desarrollaba dos temas electorales: el del sufragio y el de la ciudadanía, 

donde tampoco se mencionaba ninguna autoridad electoral.  

 

Fue entonces en 1956 hasta 1972, la investigadora de los delitos electoral era 

encargado el Ministerio Público, por conducto del procurador general.  Al crearse la 

Jurisdicción Electoral en se requería producto de las innovaciones al sistema electoral 

que se estaban dando, y se necesitaba la creación de un Código Electoral, que 

contemplara la forma de reglamentar los eventos electorales y la conducta de los 

participantes pasivos y activos, como también la manera que se sancionaría en un 

período tan protocolar y formal como las elecciones. 

 

Con el Título Segundo del Decreto de Gabinete N.° 2 de 1972, que se tipifican 

delitos electorales y se consagra, a su vez, la detención preventiva de los sindicatos por 

delitos electorales, sin admitir acusaciones particulares. Los delitos tipificados en este 

decreto incluían la compra y venta de votos, la coartación de la libertad de sufragio, la 

alteración y falsificación de cédulas para votar, entre otros. 
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Los delitos electorales recaían en el elector e incluían penas de hasta doce meses 

de prisión, con multas que oscilaban entre los cien y los mil balboas, y la inhabilitación 

para el ejercicio de las funciones públicas hasta por tres años. Asimismo, se 

consideraban delitos aquellas conductas tipificadas como antijurídicas, pero que recaían 

sobre los funcionarios electorales, miembros de las juntas comunales de escrutinio o de 

las juntas de votación, con condenas iguales a las anteriormente mencionadas, como 

sigue: 

   De la misma materia, Orozco Henríquez (2003), expone el ejemplo de México, 

donde el Poder Judicial de la Federación ha demostrado una vocación garantista 

y anti formalista, que se manifiesta, por ejemplo, en que basta que el acto o 

resolución impugnado, los motivos que originaron ese agravio y su pretensión, 

para que el Tribunal se ocupe de su estudio, sin necesidad de sujetarse a 

determinados formulismos o solemnidades, incluso los agravios pueden 

encontrarse en cualquier parte del escrito de demanda y no necesariamente en 

algún capítulo particular, además que el juez debe interpretar el ocurso por el 

cual se impone un medio de impugnación para determinar la verdadera intención 

del actor. (pág. 336) 

En Panamá, los comicios electorales se han visto envueltos en situaciones que 

son de estudios, para los fines de la jurisdicción electoral panameña. Sin embargo, hay 

un tema que es el más relevante y consecuente: las impugnaciones, materia contenciosa 

de jurisdicción electoral. 
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Los errores, la confusión en el conteo de votos, la elaboración de actas y hasta 

los abusos de poder de los gobiernos de turno les dan a los procesos electorales un 

sentido litigioso, ya que se busca obtener por vía judicial lo que no se había ganado en 

las contiendas electorales. 

 

La impugnación responde a la necesidad de reparar errores involuntarios que se 

comenten en el trabajo judicial cuando los tribunales emiten resoluciones 

jurisdiccionales, eso quiere decir que son garantía procesal para que las partes puedan 

combatir actos o resoluciones ilegales, no apegados a ley (Ortíz Martínez, s.f.).   Una 

impugnación es técnicamente una demanda de nulidad que busca revocar un acto 

administrativo que creó derechos en favor de un candidato. La impugnación puede tener 

como resultado un recuento de las actas o, incluso, una nueva elección para un circuito 

electoral ya sea parcial o total. 

 

En las reformas electorales de 2017, aprobadas mediante Ley 29 de 29 de mayo 

de 2017, en el artículo No. 416, establece quince causales de nulidad, las que incluyen 

todo tipo de anomalías y circunstancias ocurridas, antes, durante y después de las 

votaciones. Para afrontar el exceso de impugnaciones sin fundamento, las reformas 

electorales aprobadas en el año 2017 elevaron sustancialmente la fianza requerida para 

impugnar las distintas proclamaciones a dos mil dólares para representantes de 

corregimiento, diez mil dólares para alcaldes, veinticinco mil dólares para diputados y 

cincuenta mil dólares contra la proclamación del presidente de la República. 
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Los participantes al cargo de elección, el partido y la Fiscalía General Electoral 

son los únicos que pueden llamar a una impugnación. Una vez que el Tribunal Electoral 

publica la proclamación en el Boletín Electoral, se tienen tres días, a partir del día 

siguiente de la publicación, para impugnar. Una vez hecha la impugnación, el juez recibe, 

y debe cumplir con los requisitos establecidos en la ley y la consignación de la fianza, 

después examina el contenido. Una vez se encuentren con esos requisitos formales, 

entonces el juez entra en materia para determinar la admisibilidad o no del recurso. 

 

A lo largo de la historia, hemos ganado una lucha a favor de la democracia, 

siempre avanzando y obteniendo resultados positivos que abren camino a un mayor 

acceso en la participación política y ejercicio de los derechos políticos. En un estudio 

sobre Desarrollo Humano (PNUD, 2004), se observa que la democracia debe dar 

resultado en un alto índice de desarrollo humano tanto en lo privado como en la esfera 

de lo público, es aumentar las opciones de carácter colectivo que inciden sobre la calidad 

de nuestras vidas, y el desarrollo humano es el proceso de expansión de las libertades 

reales que goza un pueblo. 

 

Entre las jurisprudencias que mencionamos en la presente investigación, como 

los fallos sobre participación partidaria, libre postulación, parentesco, participación de la 

mujer, doble postulación, donde lo enfocaremos algunos aportes para el desarrollo de 

nuestro orden jurídico electoral, lo cual está totalmente casado con el tema que nos 

ocupa del sufragio pasivo y el aporte de la jurisprudencia en su ampliación. 
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Reiteramos, el sufragio pasivo es un derecho de las personas, pero este derecho 

no llega a todos y todas y por lo general terminan las mismas personas activistas de los 

partidos políticos y pocas que a lo mejor lo desean lo ejercen por el requerimiento de 

condiciones objetivas (requisitos) y subjetivas (apoyo ciudadano) perteneciente a un 

espacio electoral.   podría ser afectado por la dinámica social o motivos del ambiente 

social en el momento dado, la influencia de la persuasión de los medios y de intereses 

políticos, en este aspecto, deben ser protegidos y colocar leyes robustas en los requisitos 

y en su trámite para darse a conocer, se recibe mucha difamación, violencia política.  Sin 

embargo, este aspecto puede ser tratado en otro tema. 

 

Entre algunas ventajas de la administración de justicia de la CSJ tenemos la 

legitimación conforme a la Constitución de nuestro país y la respetabilidad por su alto 

rango, prestigio y profesionalismo en la toma de sus decisiones en los fallos. Una posible 

desventaja es que, si existe una decisión anterior diferente del Tribunal Electoral, es 

posible que haya limitaciones de tiempo y claridad que afecten la calidad de la nueva 

decisión. 

 

A continuación, mencionamos los casos concretos que amplían o restringen el 

sufragio pasivo en la CSJ ha establecido argumentos interesantes que han derivado en 

la extensión de este. 
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5.1. Libre Postulación. 

 La demanda admitida por la CSJ ha contribuido ampliamente a la apertura de las 

candidaturas independientes, y es que el artículo 233 del Código Electoral del 2007 

indica que solo se pueden postular a presidente y vicepresidente de la República, los 

partidos políticos legalmente reconocidos. 

 

Tal como menciona Salvador Sánchez, ya existía una demanda de 

inconstitucionalidad presentada contra el artículo 138 de la Ley 11 del 10 de agosto de 

1983, del Código Electoral, que disponía que a los cargos de presidente, vicepresidentes 

y legisladores solo podían postularse partidos políticos. Sin embargo, la Corte declaró 

constitucional la ley 11 y su artículo 138 y fundamenta el artículo 138 de la Constitución. 

(Sánchez González, 2008). 

 

La demanda de inconstitucionalidad del profesor Juan Jovane contra el 

artículo 233 del Código Electoral, se encuentra en el fallo de 21 de julio de 2009, 

publicado en la Gaceta Oficial No. 26,399 del 29 de octubre de 2009, marca un 

precedente en la expansión del sufragio pasivo, ya que permite la apertura a la libre 

postulación a presidente de la República. La demanda señala que el artículo 233 del 

Código Electoral infringe la Constitución en sus artículos 19 y 179, y en su parte medular 

dice así: 
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“Que solo los Partidos Políticos pueden postular candidatos a Presidente de la 

República”: y que esta disposición está discriminando como facultad reservada a 

la postulación solo a candidatos que pertenecen a partidos políticos y desecha a 

toda persona que no comulga con las ideas políticas de los partidos existentes; 

además establece el privilegio exclusivo para estas entidades a postular 

candidatos al puesto en mención (Sentencia de 21 de julio de 2009). 

 

El artículo 233 demandado, fue declarado inconstitucional, con la siguiente 

ponencia que reafirma la necesidad de ampliar el sufragio pasivo, como sigue a 

continuación: 

El fin del proceso electoral es que todos ejerzan el sufragio de la manera más libre 

y participativa posible. Por lo tanto, la limitación adjetiva de forma al derecho 

constitucional de elegir y ser elegido, impuesta por una ley, debe ceder ante el 

mismo derecho sustantivo de fondo y fundamental. 

El intérprete de la norma legal tiene que establecer prioridades al momento de 

aplicarla, ya que hay derechos que pueden, como en efecto ocurre en este caso, 

entrar en conflicto. (Sentencia de 21 de julio de 2009). 

 

El artículo 233 del Código Electoral demandado se  considera  discriminatorio, 

pues limita la participación de cualquier ciudadano a aspirar a un puesto presidencial, 

aun existiendo los estándares internacionales de la obligación de regular los requisitos 

como mínimos establecidos en la Convención Americana de Derechos Humanos,  sin 
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embargo, el fallo es un antecedente sin igual que apertura la participación de candidatos 

independientes y fue modificada en el Código Electoral de 2017 por medio de la labor 

del Tribunal Electoral, quedando plasmada en el Título I, Capítulo VIII, artículo 104, del 

Código Electoral de 2017 que dice: “Los partidos políticos podrán postular candidatos a 

todos los puestos de elección popular, sin perjuicio de la postulación libre de acuerdo 

con lo que determina este Código”. La reforma electoral de ese período (2016) y el fallo 

de 2009 construyen juntos una nueva ampliación del sufragio pasivo. 

 

Como sostiene (Peza, 2007),  respecto a los partidos políticos: “La crítica hacia 

los sistemas que hacen descansar en los partidos políticos los procesos de conformación 

de la voluntad estatal y su monopolio en la postulación de candidatos a los cargos 

electivos es cada día más uniformes y constantes. 

 

5.2. Parentesco. 

Este caso tiene dos matices: primero, se puede percibir la necesidad de velar por 

la participación de las personas, independientemente de que sean cónyuge del 

presidente, puesto que el artículo 193 no lo describe; segundo, la posible sospecha de 

mantenerse en el poder, prolongado en el tiempo la misma familia. De aquí, la percepción 

ciudadana es clave para aceptar o no el voto a estas candidaturas. 

A continuación, cito el artículo 193 de la Constitución, clave del caso en discusión: 

Artículo 193. No podrá ser elegido Vicepresidente de la República: 
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1. El Presidente de la República que hubiere desempeñado sus funciones en 

cualquier tiempo, cuando la elección del Vicepresidente de la República sea 

para el período siguiente al suyo. 

2. Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de 

afinidad del Presidente de la República, para el período que sigue a aquel en 

que el Presidente de la República hubiere ejercido el cargo. 

3. El ciudadano que como Vicepresidente de la República hubiere ejercido el 

cargo de Presidente de la República en forma permanente en cualquier tiempo 

durante los tres años anteriores al período para lo cual se hace la elección. 

4. Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de 

afinidad del ciudadano expresado en el numeral anterior para el período 

inmediatamente siguiente a aquél en que ésta hubiere ejercido la Presidencia 

de la República. 

 

La sentencia de febrero de 2015, publicado en la Gaceta No. 27,806 del 19 de 

junio de 2015, donde la CSJ, admite una demanda de inconstitucionalidad contra las 

Resoluciones No 01080004-NA-A y No 01080006-NA-A del 1 de febrero de 2014 del 

Tribunal Electoral, y admite la postulación al cargo de vicepresidente de la República a 

la señora Marta Linares de Martinelli, del Partido Cambio Democrático. En esta demanda, 

según el demandante, se infringe el artículo 193, numeral 2 de la Constitución, pero en 

el fallo se establece: 
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El Procurador de la Nación expresó que las resoluciones demandadas, no 

son inconstitucionales, ya que no infringen el artículo 193 (numeral 2) y 

ningún otro de la Constitución, que en los artículos 14 y 23 del Código de 

la Familia queda claro que los cónyuges entre sí no son parientes por 

consanguinidad o afinidad, lo que significa que entre los esposos no existe 

ningún tipo de parentesco, pues sus derechos y obligaciones nacen 

únicamente del vínculo o relación conyugal.   Consideró que para que la 

prohibición contenida en el numeral 2 del artículo 193 de la Constitución 

fuese aplicable al cónyuge del Presidente de la República, la norma debió 

expresarlo así (Sentencia de 12 de febrero de 2015, 2015). 

En la motivación del juez se establece, lo siguiente: 

El pleno de la CSJ, para determinar su juicio sobre el alcance del numeral 

2 del artículo 193 de la Constitución, tiene que recurrir a una Interpretación 

Constitucional que sea factible por las razones éticas y de transparencia 

que inspiraron el proyecto, por lo tanto, en el análisis que hay que efectuar 

para determinar el derecho que puede tener la señora Martinelli esposa del 

Presidente a ser candidata a vicepresidente, se debe considerar el derecho 

de la ciudadanía a la realización de comicios o elecciones libres de acuerdo 

a lo dispuesto en el artículo 136 de la Constitución Nacional, que obliga a 

las autoridades a garantizar la libertad y honra del sufragio, para lo cual el 

mismo artículo prohíbe el apoyo oficial directo o indirecto, a candidatos a 

puestos de elección popular. (Sentencia de 12 de febrero de 2015, 2015) 
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El Pleno de la CSJ declara que son inconstitucionales las Resoluciones 

No. 01080004-NA-A y No. 01080006-NA-A, ambas del 1 de febrero de 2014, dictadas 

por el Tribunal Electoral, específicamente donde se admiten la postulación de la señora 

Marta Linares de Martinelli al cargo de vicepresidenta de la República por el Partido 

Molinera y el Partido Cambio Democrático. 

 

En este caso concreto, debemos señalar que el Código de Familia, en su 

artículo 23, dice que los esposos no son parientes afines, texto que amplía la 

participación y dice: 

Artículo 23 

El parentesco por afinidad es la relación entre un cónyuge y los parientes 

consanguíneos, o por adopción, de su consorte. 

La base de este parentesco es el matrimonio, si bien los cónyuges entre sí, no 

son parientes por afinidad (la cursiva es propia). 

No obstante, según el juez, argumenta a prohibir el apoyo oficial directo o 

indirecto, es el verdadero sentido del argumento que finalizó en la declaración de la 

Inconstitucionalidad.  En este sentido se percibe que el juez ha utilizado un sexto sentido, 

por llamarlo así.  Se trata de limitar el poder concentrado en una sola persona. 
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Estos casos concretos nos sirven para mostrar la argumentación del juez y cómo 

lleva la interpretación hacia una evolución o restricción del ejercicio al sufragio pasivo, ya 

que en este sentido es restrictivo. 

 

En materia electoral de la CSJ ha desarrollado jurisprudencia que obliga al Estado 

panameño mediante sus funcionarios y jueces que administran justicia a ejercer los 

controles de constitucionalidad, enfocado en el principio de igualdad y no discriminación 

en materia electoral, por lo tanto, en ningún sentido, debe prevalecer la desconfianza en 

el sistema electoral ni en el sistema de justicia, dado los resultados y avances obtenidos 

a través de estas. 

 

Las postulaciones independientes para presidente de la República son una 

ampliación clara de participación, así como de manifestación democrática e igualdad de 

oportunidad para participar en las elecciones generales. También es claro que se traduce 

en el interés de la población panameña por estar en busca de nuevas alternativas de 

gobierno, ya el gobierno que antecede, fue Presidente de la República, Ricardo Martinelli 

Berrocal quien fue ganador con el porcentaje más alto en los últimas cinco elecciones. 

 

Es importante tener claro que el derecho electoral es cambiante y responde a la 

necesidad de igualar los derechos de los ciudadanos. Debería limitarse o minimizarse a 

menor grado los requisitos de participación, con el propósito de lograr una mayor 

participación y ampliar este derecho, pero no concentrarse en pocos, sobre todo, abrir 

oportunidad de participación a grupos más vulnerables y menos representados.  
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5.3. Inhabilitación política. 

Otro caso interesante sobre la limitación de participación política lo vemos en el 

caso de la licenciada Gómez, quien fue acusada por abuso de autoridad e infracción de 

los deberes de servidores públicos por, presuntamente, autorizar en 2005 unas escuchas 

telefónicas en una investigación a un fiscal acusado de pedir sobornos. 

 

Mediante sentencia ejecutoriada en agosto de 2010 a seis meses de prisión, por 

abuso de poder, la cual fue reemplazada por cuarenta días multa, equivalente a cuatro 

mil dólares, se le inhabilitó ejercer algún puesto dentro del Órgano Judicial.    Sin 

embargo, a razón de una petición de su cuerpo de defensa, la licenciada Gómez fue 

elegida diputada en el circuito 8-7, por medio de una audiencia celebrada el 30 de mayo 

de 2014. Este caso, limita por condena a la postulante, se logra promover la oportunidad 

de participar con la habilitación de la CSJ para participar y ocupar la curul de la diputada 

en el circuito 8-7, reduciendo de seis (6) meses la pena que se dictaminó a cuatro (4) 

años.  

 

En agosto de 2017, la letrada Matilde Gómez, fue candidata a la presidencia de la 

República para el período de 2019-2014, por libre postulación. 

 

Sobre la materia, indica Orozco (2007) que, por razones de inelegibilidad de un 

candidato, prácticamente en la mayoría de las legislaciones estudiadas se prevé como 
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causal de nulidad del candidato el no reunir los requisitos de elegibilidad en las cualidades 

que exija la ley, como sucede en Colombia, Costa Rica, Honduras, México y Venezuela, o 

bien que el candidato respectivo hubiere falseado los requisitos legales, como sucede en 

Nicaragua y Venezuela. 

 

El artículo 153 de la Constitución Política de la República de Panamá establece los 

requisitos para ser diputado, donde describe en su numeral 4, que no haber sido 

condenado por delito doloso con pena privativa de la libertad de cinco años o más, 

mediante sentencia ejecutoriada, proferida por un tribunal de justicia. 

 
 

 
5.4. Paridad de género. 
 
 

En algunos países de la región se está desarrollando normativa electoral y 

políticas públicas para ampliar la participación de la mujer y generar paridad de género, 

a fin de que accedan a los órganos partidarios, a las candidaturas a cargos electivos, y 

a cargos de mando e instrucción, dejando atrás el paradigma que deben permanecer en 

un puesto de habilidades blandas, como un reflejo de sexo débil. 

  

Costa Rica y Ecuador han establecido cuotas para las mujeres en todos los 

niveles de dirección partidaria y en las candidaturas a cargos representativos (no menor 

al 30 % en Bolivia; en el caso de Panamá, la cuota en las últimas elecciones se planteó 
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para cargos de elección popular al 30 %, y se ha aumentado la cuota a 50%, con las 

recientes reformas electorales. 

      

En temas relacionados con la participación de las mujeres en los comicios, 

tenemos una demanda de inconstitucionalidad presentada por el licenciado Luis Esteban 

Martínez Carrera por la frase que el 30 % de los candidatos aspirantes a cargos dentro 

del partido o postulaciones a cargos de elección popular sean mujeres, contenida en el 

artículo 67 de la Ley No 60 del 29 de diciembre de 2006, que reforma el Código Electoral, 

indicando que eran contrarios a los artículos 19 y 20 de la Constitución. En la actualidad, 

esta cuota se ha incrementado con las nuevas reformas electorales discutidas en la 

Asamblea Nacional a partir del 18 de agosto de 2021.  

 

Se amplía la paridad de género en todas las nóminas, en los partidos políticos en 

formación, en las convenciones constitutivas, en las postulaciones de candidatos sobre 

alianza electorales, en las circunscripciones uninominales, en las circunscripciones 

plurinominales, en las circunscripciones plurinominales impares, sin embargo, existe una 

cláusula de escape  que permite a los partidos políticos incumplir el requisito de paridad 

en las listas, dado que manifiesta que de no llenar la nómina por una mujer, se debe 

considerar ambos sexos. 

 

 

El artículo 67 de la Ley 50 de 2006 pasó a ser el artículo 239 del Texto Único del 

Código Electoral. La referida disposición es del tenor siguiente:  
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Artículo 239. En sus elecciones internas, los partidos políticos garantizarán que 

como mínimo, el treinta por ciento (30 %) de los candidatos aspirantes a cargos 

dentro del partido o a postulaciones a cargos de elección popular, sean mujeres. 

Los Partidos Políticos establecerán en su régimen interno los procedimientos para 

hacer efectiva dicha disposición convocando la participación de sus miembros 

acogiendo y facilitando las candidaturas en cumplimiento de lo dispuesto en este 

artículo. 

 

En los casos en que la participación femenina de manera comprobada por la 

secretaría femenina del Partido sea inferior al porcentaje de qué trata esta norma, 

los Partidos Políticos podrán completarlo con otros aspirantes a los respectivos 

cargos  

 

Según el argumento del abogado Luis Esteban Martínez Cabrera, sobre la base 

del artículo 19, de nuestra Constitución Política donde los preceptos 

constitucionales se estiman vulnerados, se prohíbe la creación de situaciones 

injustas de favor o exención en beneficio de determinadas personas, o de 

limitaciones o restricciones injustas. Sustenta el demandante, que la 

discriminación se fundamenta en los artículos 19 y 20 de la Constitución Política. 

Agrega que la Corte ya ha reiterado que cualquier diferencia entre el sexo de las 
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personas, como en esta demanda que hace diferencia entre la mujer y el hombre, 

debería ser eliminada del ordenamiento jurídico (Sentencia de 5 de julio de 2012). 

 

 

El Ministerio Público difiere: hace énfasis en que el artículo 19 de la Constitución 

enumera razones sospechosas de discriminación que da fe de cuáles son los grupos 

humanos que históricamente han sido discriminados y requieren la acción inmediata de 

políticas públicas que obliguen su inclusión o participación, con el objetivo de crear 

consciencia de la necesidad de igualdad para poder llegar a romper las brechas de 

desigualdad económica. 

 

El Pleno indicó que no puede considerarse discriminatoria, ya que se trata de una 

diferencia razonable para satisfacer un interés público imperativo, ya que tiene oír 

finalidad reducir, de manera evolutiva, la desigualdad que impera en el ámbito 

político en cuanto a la participación del género femenino en el proceso político del 

país, ya que reduciría la desigualdad en las nóminas. La cuota de participación 

del 30 % simplemente promueve el acceso de las mujeres a la distribución de 

posiciones de poder y a la construcción de un sistema político más justo e 

igualitario, sin embargo, debe considerarse que falta mucho trabajo por delante 

para que las mujeres quieran participar y se atrevan a postularse, empoderarse, 

hacer sentir que labor normativa para la igualdad de género es una tormenta 

dormida, que debe hacer ruido. 
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Por lo tanto, el Pleno declara que no es inconstitucional la frase señalada, ya que 

estima que la acción positiva de establecimiento de una cuota electoral que exige 

a los partidos políticos que es el 30 % de las postulaciones a cargos políticos 

(Sentencia de 5 de julio de 2012). 

 

 

Es sabido, que por muchos años ha existido una lucha constante y se ha 

conseguido un logro escalonado con el aumento a la cuota de participación de las 

mujeres en el mundo de la política y, por lo tanto, se está pendiente en verificar su 

efectiva ejecución, por medio de una revisión periódica de todo lo concerniente al tema. 

Este caso demuestra que en Panamá se busca esa participación y se les da a las mujeres 

un porcentaje para que no se las excluya de la participación política. Posteriormente, se 

debería dar este avance normativo, a otros aspectos en el país. 

 

Hoy día las reformas electorales han adecuado la cuota de paridad al 50%. 

 

5.5. Otras Candidaturas de Libre Postulación. 

Uno de los avances y más destacados en nuestra política es importancia de la 

libre postulación para Presidente y Vicepresidente, la cual a llevado a la apertura de otras 

nominas para libre postulación como lo indica la demanda de inconstitucionalidad que 

amplia esta dinámica a otras candidaturas, por medio de una acción de 
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inconstitucionalidad contra el último párrafo del artículo 257 del Código Electoral 

interpuesta por el doctor Miguel Antonio Bernal ante el Pleno de la CSJ. 

 

A continuación, detallamos el referido texto legal impugnado como indica 

continuación: 

Artículo 257. Cada partido político podrá postular un candidato a Alcalde y a 

Representante de Corregimiento. Igualmente podrán presentarse candidatos por 

libre postulación. 

Dos o más partidos políticos podrán postular a los mismos candidatos para 

principal y suplente a Alcaldes, y para principal y suplente a Representante de 

Corregimiento, caso en el cual los candidatos aparecerán en la columna de cada 

partido en la boleta única de votación. 

Los candidatos principales o suplentes por libre postulación no podrán ser 

postulados por partidos políticos. 

Según el demandante, se infringen los artículos 1, 4 y 19 de la Constitución 

Política que manifiesta la obligación al Estado panameño a acatar las normas del 

Derecho Internacional en su artículo 4, sobre la no discriminación en el artículo 19, y 23 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, donde se detallan los 

derechos políticos recogidos en la misma, como mínimos, manifestando la igualdad de 

participación que todos tenemos derecho. 
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El artículo 19 de la Constitución política que menciona que no habrá fueros, ni 

privilegios ni discriminación, ya que establece que solo firmarán en el libro como apoyo 

a la libre postulación para alcalde concejal o representante y no debe estar inscrito en 

partidos políticos, todas las personas pueden firmar los libros que al efecto suministre el 

tribunal electoral, estén inscritos o no en partidos políticos, y se considera que su firma 

anula inscripciones anteriores en otros grupos políticos.  

 

El Pleno de la CSJ declara que es inconstitucional el último párrafo del artículo 

260 del Código Electoral, tal como quedó reformado por la Ley 60 de 29 de diciembre de 

2006. 

 

El argumento del fallo es que no se puede pensar que los partidos políticos se 

constituyen en el único ente generador de candidatos para puesto de elección popular, 

ya que ha dado cabida a la candidatura por la libre postulación o independiente, de allí 

que debemos ir tomando en cuenta esto se denota la infracción los preceptos 

constitucionales vulnerado por artículo 260 del Código Electoral, donde se consideró la 

razón al doctor Bernal, ya que la organización del Estado panameño, se basa y maneja 

bajo los principios soberanos e independientes con una forma de gobierno unitario 

republicano democrático y representativo,  como nos lo dice el artículo primero de 

constitución (Sentencia de 27 de noviembr de 2014). 

 

Además, sí es cierto de la frase demandada contiene una limitación a las 

postulaciones por la libre postulación al no permitir que personas inscritas en partidos 
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políticos apoyen con su firma a este tipo de candidatura no partidista, lo que en definitiva 

la frase demandada no permitía que se cumpliera el sistema de gobierno democrático 

representativo el cual debe caracterizarse por la intervención del pueblo o electorado en 

la libre escogencia de quienes desean participar como candidato en el torneo electoral. 

 

En el mismo caso se puede establecer la mención de otro, centrado en la 

reglamentación para participar por la libre postulación, demanda que fue presentada por 

el licenciado Evans Loo, en representación de Edgar de Arles González, quien interpuso 

ante el Pleno de la CS de Justicia una demanda de inconstitucionalidad en contra de los 

artículos 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 13, 23, 24, 25, 26, 27 y 28 del decreto 10 del 3 de julio de 

2017.  (Sentencia de 27 de noviembr de 2014) 

 

En estos artículos se reglamentan los trámites para los candidatos de libre 

postulación, toda vez que vulneran lo dispuesto en los artículos 4 y 135 de la Constitución 

Política, al establecer de manera ilegítima condiciones de elegibilidad a los aspirantes a 

las candidaturas por libre postulación independiente, lo cual atenta con el principio del 

sufragio pasivo regulado en las varias convenciones ratificadas en Panamá. 

 

Considera que los mecanismos para la recolección de firma son muy exigentes y 

un límite no aceptable de postulados a candidaturas independientes, los tres con mayor 

cantidad de adherentes con firmas, no generan igualdad con los que pertenecen a 

partidos políticos, por la comparación entre los nuevos candidatos sin experiencia 

organizada con los partidos políticos.   
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El Pleno de la CSJ declaró que no son inconstitucionales los artículos señalados 

como violatorios de los artículos 4, y 35 de la Constitución, ya que el sufragio es un 

derecho y un deber de todos los ciudadanos, y el voto es libre universal secreto y 

discreto. (Sentencia de 27 de noviembr de 2014) 

 

En este último caso pudimos ver que se afirma y es definitiva para la decisión del 

fallo la reserva legal que se le atribuye al Tribunal Electoral en el artículo 143 de la 

Constitución Política, que dice, es el Tribunal Electoral el encargado de interpretar la Ley 

Electoral y aplicarla, y conocer de las controversias que origine su aplicación.  

  

En los casos presentados, se han visto requisitos para entrar en elegibilidad, la 

importancia del sufragio pasivo a la hora de legalizar un candidato, por ejemplo, en el 

caso de los participantes de libre postulación, los cuales deben cumplir con un canon de 

firma, sin llegar a discriminar a los ciudadanos inscritos o no en un partido político. 

 

5.6. Participación en Inauguración en obras Públicas. 

La desigualdad en la participación política puede presentarse de diferentes puntos 

de vista, y uno puede ser el oportunismo que pueden adquirir algunos candidatos y 

precandidatos al tener la oportunidad, por publicidad y actos públicos, por razón de su 

ocupación, que sucede por lo general, en el período antes de las elecciones siguientes, 
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para proyectarse como un candidato potable y penetrar antes de tiempo de campaña, en 

la mente de los futuros votantes. 

 

Al respecto nos referimos a la sentencia de 09 de febrero de 2018, de la demanda 

de inconstitucionalidad por el licenciado Roberto Ruíz Díaz, en contra de la palabra 

“precandidatos” y la frase “se exceptúan a los que ejercen cargos de elección popular”, 

contenidas en el artículo 75 de la Ley 29 del 29 de mayo de 2017, que adiciona el artículo 

207-A del Código Electoral, que textualiza lo siguiente: 

 

Esta frase está explícita en el artículo 75, de la Ley 29 del 29 de mayo de 2017, 

que fue adicionado en el artículo 207-A al Código Electoral, que dice: 

Artículo 75. Se adiciona el artículo 207-A al Código Electoral, así:  

Artículo 207-A. Desde que se convoca al proceso electoral, los 

precandidatos y candidatos no podrán participar en eventos de 

inauguración de obras y actividades financiadas con fondos públicos so 

pena de ser inhabilitados conforme al procedimiento que establece el 

artículo 28, se exceptúan a los que ejercen cargos de elección popular. 

Según el demandante, considera infringida el artículo 19: “No habrá fueros 

o privilegios personales ni discriminación por razón de raza, nacimiento, 

discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas políticas. 
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El demandante argumenta la existencia de una limitación con algunos ciudadanos 

sobre la participación en inauguraciones de obras o actividades financiadas con fondos 

públicos, por ser candidatos o precandidatos, sin embargos los que estarían en cargo 

público no se les prohíbe, creando una discriminación, su argumento se basa en que son 

obras construidas o creadas con fondos públicos, por lo tanto, no debe haber ninguna 

limitante. 

 

Otro argumento del demandante es que el gobierno al asignar en posiciones 

públicas a candidatos, la tendencia es la preferencia a los funcionarios más populares 

debido a su proyección de manera constante en las obras, por encima de la población.        

Sin embargo, los precandidatos aún están en el período de promulgación y no han sido 

promulgados como candidatos teniendo una desventaja. 

 

La Corte señaló lo siguiente: 

Por lo tanto, lo que corresponde al Pleno de la CSJ, en virtud de la 

obligación de guarda de la integridad de la Constitución impuesta por el 

artículo 206 del texto constitucional, es declarar que no es inconstitucional 

la frase “se exceptúan a los que ejercen cargos de elección popular”, 

contenidas en el artículo 75 de la Ley 29 del 29 de mayo de 2017, que 

adiciona el artículo 207-A al Código Electoral por no ser violatorio de la 

Carta Magna (Sentencia de 9 de febrero de 2018). 

Sin embargo, en el Salvamento de voto del magistrado Ayú Prado, menciona: 
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Con el respeto que me merecen los Honorables Magistrados que respaldan 

el fallo de mayoría y con ello, el criterio que la frase “…se exceptúan a los 

que ejercen cargos de elección popular…”, presente en el artículo 207-A 

del Código Electoral, es inconstitucional por vulnerar los artículos 19, 20 y 

136, numeral 1, de la norma fundamental, debo mantener mi desacuerdo 

con este punto de la sentencia. (Sentencia de 9 de febrero de 2018) 

 

 

El Magistrado Ayú Prado, en su salvamento de voto,  manifestó que las obras 

inauguradas o la actividad sufragada con fondos públicos son parte de su gestión del 

cargo público, lo cual no se puede refutar, sin embargo, de estar en función y ser 

precandidato, automáticamente se le hace conveniente participar, inclusive si considera 

después de la fecha del evento, renunciar y participar. 

 

En la mesa técnica para las reformas electorales en el 2021, se tomó en 

consideración reglamentar la participación durante el período de campaña, de forma que 

ningún funcionario pueda participar en inauguración de obras con fondos públicos, esto 

debe generar equidad en los candidatos particulares y los servidores públicos. 

 

5.7. Doble postulación 
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El tema de la postulación ha sido muy controversial, pues la doble postulación no 

es una figura muy comprendida por algunos, pero no podemos negar que pertenece a 

un derecho ganado por la persona por medio de una elección libre y democrática.     

Tampoco se comprende que una persona participe en más de una nómina para escoger 

una de las dos, de quedar favorecido en los resultados de las elecciones, en este caso, 

para alcalde y representante.  

 

Cabe señalar que esta figura electoral trató de ser eliminada en la mesa de trabajo 

de la Comisión Nacional de Reformas Electorales, para las elecciones de 2024, sin 

embargo, se mantiene. 

 

Al respecto se admitió en la CSJ una demanda de inconstitucionalidad, 

presentada por Roberto Ruíz Díaz, quien actuó en su propio nombre, y de igual forma la 

firma forense Bufete Fuentes & Rodríguez, que actuó en representación de Samid Dan 

Sandoval Cisneros, ambos representantes judiciales, demandan el último párrafo del 

artículo 298 contenido en el Código Electoral donde los demandantes exponen lo 

siguiente: 

 

El limitar el derecho a los electores que son los afectados, de poder escoger al 

candidato de su preferencia, en los cargos que estima conveniente, siempre que 

sea libre y espontáneo. Así mismo, la limitación va para el que resulta electo, pues 

el mismo cumple una serie de requisitos que se le exige para cada cargo, pero al 

final se le limita a ejercer un solo mandato popular que le fue conferido.  
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En la demanda mencionan que el artículo 23 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, y los artículos 17, 135, 241 y 153 de la Constitución Política han 

sido infringidos.  

 

En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, mencionan que las 

limitaciones para participar en las contiendas electorales solo pueden ser por razón de 

edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental o bien por 

condena previas en su proceso penal. 

 

Otro argumento del demandante, es que dicho artículo 298, del Código Electoral, 

viola el artículo 241, de nuestra Carta Magna, puesto que esta figura no se contempla en 

la norma de carácter superior. 

 

Dicho esto, el demandante también agrega que el propio Código Electoral lo 

acepta la doble postulación, en los estatutos internos de cada partido. 

 

Artículo 28. Los partidos políticos determinarán en sus estatutos o reglamentos el 

derecho de sus miembros a ser postulados a uno o más cargos de elección 

popular. 

Lo previsto en esta disposición será sin perjuicio de la alianza que acuerden los 

partidos políticos. De resultar ser elegido para dos o más cargos de elección 
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popular, el favorecido deberá manifestar la elección del cargo a ejercer en un 

período máximo de cinco días hábiles, después de ser proclamado. De lo 

contrario, el Tribunal Electoral decidirá otorgarle el ejercicio del cargo 

correspondiente al de mayor jerarquía y el otro cargo será ocupado por el 

suplente. 

El Código Electoral también fiscalizará estas actividades partidarias, según su 

artículo 299: 

Artículo 299. El Tribunal reglamentará, organizará, fiscalizará y 

financiará el costo de las actividades partidarias para escoger a sus 

autoridades internas, así como a sus candidatos para las elecciones 

generales.  

 

 

La Corte ha considerado en este caso que, a efectos de que se perciba una 

transgresión a la norma constitucional, esta debe ser clara y evidente, para que permita 

la comprensión de la arbitrariedad en el acto demandado. 

 

Argumenta la Corte que de resultar elegido para dos o más cardos de elección 

popular, el favorecido deberá manifestar la elección del cargo a ejercer en un período 

máximo de cinco días hábiles después de ser proclamado. Esto hace evidente que se 

establecen regulaciones para mantener el orden en ejercicio de los derechos políticos. 
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Al respecto, existen argumentos por parte del demandante el Licenciado Roberto 

Ruíz Díaz, donde expresa su convicción, de que esta figura debe considerarse 

inconstitucional, al respecto mencionamos el texto de la sentencia de la CSJ, donde 

señala lo siguiente:  

  

  La Constitución, norma máxima y suprema dentro de un estado de 

   derecho, delimita los requisitos que cada ciudadano debe cumplir  

  para ser postulado y a la vez para ser electo.  El Tribunal Electoral  

  que tiene las facultades para reglamentar la ley electoral, no puede  

 limitar el derecho de ser electo, ni puede crear situaciones 

posteriores, al ser electo, pues la decisión fue tomada por el pueblo, 

que es el soberano y como bien lo señala la Constitución Nacional 

en su artículo 2, cuando señala que el poder público emana del 

pueblo y esto lo hace por medio de elecciones directas, donde quien 

resulta el más votado, será electo y de modo alguno existe alguna 

disposición que diga que quien resulte electo en dos o más (sic) 

cargos, deberá dejar vacante o en manos de un suplente uno de 

esos cargos.  (Sentencia de 4 de octubre de 2021). 

 

 

          En la misma demanda, La Firma Forense Bufete Fuentes & Rodríguez Law Firm, 

se manifiesta en contra de la figura de doble postulación reglamentada en el artículo 298 

del Código Electoral de 2017, pues este considera un aspecto poco democrático, aunque 
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se determine en escoger un cargo u otro, ya que contradice el deseo de los que votaron 

a favor del candidato en uno de los dos cargos que dejaría de ejercer. 

 

La Firma argumenta que se limita a quien resulte electo, pues, el 

mismo cumple una serie de requisitos que se le exige para el cargo, 

pero, al final se le limita a ejercer un solo mandato popular, cuando 

fue investido en dos o más responsabilidades. (Sentencia de 4 de 

octubre de 2021). 

    

La Corte considera que no hay argumentos para la infracción de los artículos 

mencionados, y considera declarar constitucional el último párrafo del artículo 298 del 

Código Electoral, en base que la doble postulación obedece a una ampliación de los 

derechos políticos de manera razonable que no perjudique las funciones públicas 

administrativas del país.  
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Conclusiones 

 

Los derechos políticos son derechos fundamentales, y deben ser promovidos para 

ampliar e incentivar la participación política generando igualdad y para que esto suceda, 

debe asegurarse que cada legislación electoral en la región, promueva requisitos 

mínimos, tal como indica los estándares internacionales basados en la edad, 

nacionalidad, capacidad mental y deben ser obstaculizados deben protegerse por medio 

de recursos judiciales que sean accesible a la parte interesada. 

 

 La jurisprudencia en materia constitucional ha aportado al sistema democrático, 

a través de sus decisiones de la Corte Suprema de Justicia desde 1941, y en cada 

período electoral, éstas han promovido avances en derechos políticos, además de otras 

fuentes del derecho, para casos recurrentes. 

 

Dicho esto, comprobamos que el derecho cambia constantemente, dependiendo 

de las inquietudes ciudadanas planteadas ante la CSJ, de esta manera se crea figuras 

nuevas de manera constantes y evolutivas, de igual manera se requiere de un buen 

argumento que plantee el objetivo de la causa. 
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Los partidos políticos siguen manteniendo mayor ventaja en cuanto a su 

trayectoria y organización, por lo que se debe igualar estas diferencias para los 

candidatos independientes, con recurso financiero o en la logistica requerida.   

 

Los avances descritos en esta investigación son, la libre postulación, paridad de 

género, la necesidad de definir si la participación del cónyuge es un derecho, la apertura 

a otras nóminas para la libre postulación, la doble postulación que está siendo un tema 

de discusión en otros países como Costa Rica, mas esta labor jurisdiccional seguirá 

promoviendo avances en la igualdad en la participación política en Panamá, sin duda 

alguna. 
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Recomendaciones 

 

     El perfeccionamiento del sistema electoral panameño, basado en la igualdad de 

participación, sin discriminación alguna, a través de requisitos mínimos, así mismo, 

una distribución del recurso financiero estatal para facilitar sus estrategias en las 

candidaturas, de forma equitativa, tanto para los partidos como para las candidaturas 

independientes.  

 

Las candidaturas deben ser legalmente declaradas por persona idónea y promover 

docencia a la ciudadanía como a los candidatos sobre derechos políticos y los 

mecanismos judiciales existentes, debe ser expeditos, para que las candidaturas 

puedan ser proclamadas, por persona idónea, en el tiempo requerido suficiente, que 

no afecte el derecho del candidato. 

 

Considerar la regulación de otros derechos como la libre expresión, el acceso a 

internet, protección de datos, voto de extranjeros, figuras que están siendo 

incorporadas en el bloque constitucional, como derechos que deben protegerse, 

incluyendo adquirir artículos competentes de otras legislaciones, acordes a la realidad 

política de nuestro país. 
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Las elecciones deben ser celebradas bajo un marco jurídico completo y adecuado 

a los valores y principios democráticos, ante todo, como ya hemos mencionado y 

deben estar debidamente elaborados técnicamente para evitar la coalición de normas 

y evitar futuras demandas que retrasan los procesos electorales. Por esto es 

beneficioso, que cada cinco años se realicen las mesas de concertación nacional para 

reformas electorales, con el personal técnico adecuado para la creación de leyes y 

discutir sobre las mismas, agotando todos los argumentos posibles. 
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Candidatura Independiente. 

Corte Suprema de Justicia, Pleno en 12 de noviembre de 2009. 
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Paridad de Género. 

Corte Suprema de Justicia, Pleno en Sentencia de 5 de julio de 2012. 
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Corte Suprema de Justicia, Pleno, 12 de febrero de 2015. 
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Candidatura de Libre Postulación para otras nóminas. 

Corte Suprema de Justicia, Pleno en Sentencia 27 de noviembre de 2014. 
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Participación por precandidato o candidatos en inauguración  

en obras públicas. 

Corte Suprema de Justicia, Pleno en Sentencia de 9 de febrero de 2018. 
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Doble Postulación. 

Corte Suprema de Justicia, sentencia de 24 de agosto de 2021. 
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